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			Sinopsis

		

		
			En un mundo donde la responsabilidad social se ha vuelto cada vez más importante, los empresarios tienen entre manos una tarea crucial: no sólo deben administrar sus compañías con eficacia, sino también contribuir al bienestar de la sociedad en áreas vitales como la ecología, la igualdad o la inclusión.

			No obstante, el camino hacia este objetivo puede ser incierto y sujeto a las trampas de la confusión, con clasificaciones políticamente correctas y simplistas de compañías «malas» o «buenas», «verdes» o «sucias».

			En este libro, Juan Ignacio Eyzaguirre desafía los discursos actuales e invita a enfocarnos en la búsqueda del verdadero propósito empresarial en una propuesta reconoce sin tapujos el incremento de los beneficios de largo plazo como el mecanismo fundamental del progreso social.

			¿Hasta dónde deben las empresas asumir responsabilidades más allá de sus operaciones habituales? ¿Quién debería tomar esas decisiones? ¿Cuáles son las consecuencias de estas políticas en el sistema empresarial y su vinculo con la sociedad?

			Descubre las respuestas en un libro que destaca el valor de la empresa como motor esencial para el cambio.

		

	
		
			DESpropósito

			Por qué la corrección política en el mundo de la empresa amenaza el progreso

			Juan Ignacio Eyzaguirre
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			A Cecilia

		

	
		
			 

		

		
			Cuando me retire de la compañía, me gustaría haber agregado valor para los accionistas, pero también haber hecho lo correcto como ciudadano.

			BEN VAN BEURDEN, CEO de Shell
Financial Times, julio de 2022

			Los mayores peligros para la libertad derivan de la invasión insidiosa de hombres prestos a la acción, bienintencionados pero faltos de entendimiento.

			LOUIS BRANDEIS, juez
Dictamen en Olmstead versus Estados Unidos, 1928

			Trabajar duro con el fin de producir bienes y servicios para nuestros compañeros humanos es profundamente bueno desde el punto de vista moral.

			ELON MUSK, empresario
X (antes Twitter), 17 de marzo de 2022

		

	
		
			Prólogo

			La negligencia y el derroche, por tanto, siempre prevalecerán, más o menos, en la administración de las materias de una compañía de ese tipo.

			ADAM SMITH, La riqueza de las naciones

			El texto de Juan Ignacio Eyzaguirre me trajo a la memoria un tema que, en mi primer año en el programa de MBA de Booth —entonces se llamaba Chicago GSB—, mi profesor de finanzas, Gene Fama, nos incluyó en su asignatura. La lista de lecturas contenía un working paper en el que estaba trabajando con Michael Jensen. Cuando un par de años después éste se publicó, lo hizo bajo el título Separación de propiedad y control.1 El trabajo postula que la supervivencia de las organizaciones en que los administradores no sufren directamente sobre su patrimonio los efectos de sus decisiones depende del control adecuado de los costes de agencia. Aquellas que sobrevivían habían separado adecuadamente en su estructura contractual la ratificación y monitoreo de las decisiones de su origen e implementación.

			Se podría decir que no hubo nada nuevo bajo el sol en este tema. Como el presente libro nos recuerda, Adam Smith en La riqueza de las naciones manifiesta una clara desconfianza por las sociedades anónimas, al argüir que no se puede esperar que los directores de estas compañías, siendo los administradores del dinero de otras personas y no del propio, lo cuiden con la misma vigilancia ansiosa con que los socios de una sociedad de personas frecuentemente cuidan el suyo. Su crítica a esta forma de organizar el emprendimiento, más que de la moral, venía de la observación empírica, ya que estas sociedades mostraban, según Smith, una mala capacidad de supervivencia, debido esencialmente a los costes de agencia.2

			Éstos constituyen los problemas que se generan cuando se delega la administración de una compañía a terceros no dueños. Se trata de un asunto ampliamente tratado por la academia, donde un trabajo de Jensen y Meckling de 1976 es su referencia más habitual.3 Su tesis central es que, cuando los accionistas de una compañía contratan a terceros para que la administren, los escogidos para esa misión no lo harían intentando maximizar el valor de la empresa, sino el propio, no sincronizando así los objetivos de los accionistas con los de los administradores.

			Los costes de agencia derribarían el tan mentado postulado de Milton Friedman acerca del propósito (social) de la empresa, según el cual ésta debe «usar sus recursos y desarrollar sus actividades para hacer crecer sus ganancias, siempre dentro de las reglas del juego, en competencia y sin decepción o fraude». La desviación del propósito provendría no del egoísmo o falta de responsabilidad social del capitalista, sino más bien de la imposibilidad de hacer que el agente que administra cumpla con su contrato. Serían los objetivos de la administración, y no los de los accionistas, los que guiarían las decisiones de la empresa.

			«¡Si me lo quitas, me matas; si me lo dejas, me muero!», dice la estrofa de un poema de Rubén Darío, que nos recuerda que las cosas —el amor, en su caso— tienen a veces un sabor dulce y agraz. Que un sistema suponga costes (de agencia) no debe impedir que veamos también sus beneficios. Alfred Chandler, en su libro ganador del Pulitzer, The Visible Hand, plantea que fue precisamente el desarrollo que tuvieron las grandes corporaciones y sus administradores, entre 1850 y 1920, lo que dio forma al capitalismo moderno y a todo el crecimiento económico que trajo consigo.

			Para algunos, la sociedad anónima fue el invento más importante del segundo milenio, debido a que permitió juntar enormes cantidades de recursos detrás de grandes proyectos, accediendo así a economías de escala y ahorro de gastos, y posibilitando la especialización del trabajo. Todo esto hizo que los inversores pudieran simultáneamente mantener carteras diversificadas.

			El hecho es que la división entre propiedad y control trae consigo costes de agencia que hay que administrar para poder obtener los beneficios de desarrollar grandes proyectos y emprendimientos. En el corazón de la definición del mandato de administración de sus recursos a un tercero, los dueños deben concordar con éste la estrategia del emprendimiento, cuyo punto de partida es la definición del objetivo de la empresa, su propósito. Sin él no se puede siquiera empezar a avanzar. Esta materia prima básica debe acompañarse del conjunto de restricciones dentro de las cuales se buscará alcanzar dicho propósito. Eso es lo que hace Friedman cuando menciona el respeto a las reglas del juego y es también, en cierta forma, lo que pretenden las reglas acerca de la responsabilidad social de la empresa (RSE o CSR por su acrónimo en inglés), que ha evolucionado con el tiempo a los criterios ESG (environmental, social and governance, en inglés) en una mirada más integral de todos los asuntos ambientales, sociales y de gobierno de una compañía.

			Sin embargo, las normas de ESG pueden también ser escenario de la disputa por los costes de agencia si es que se abusa de lo que aparece como políticamente correcto en esta materia con el fin de distraer a los accionistas —los stakeholders con el poder de cambiar la administración—, escondiendo un mal desempeño detrás de la complejidad. Con ello se puede transformar aquello que debiera ser simple de evaluar en términos de gestión en una mera opinión con muchas dimensiones y, por tanto, sin un objetivo claro; algo como lo que Jonathan Haidt llamaría un problema difícil (wicked).

			El libro de Juan Ignacio Eyzaguirre precisamente nos presenta un gran número de ejemplos donde la disputa por estos costes de agencia se despliega en diferentes dimensiones. Desde la historia del abolicionista de la esclavitud John Brown hasta el caso del litigante Roger Cox, que las emprende contra Shell, el texto contiene una colección de casos concretos que retratan cómo la demanda para que la empresa se involucre en dar solución a los problemas de la sociedad se instala en el imaginario colectivo.

			Victor Hugo, a propósito de la Revolución francesa, afirmó: «Nadie puede resistirse a una idea a la que le ha llegado su tiempo». Ése parece ser el caso de la responsabilidad social de la empresa. Las demandas que trae consigo ya se han instalado en el quehacer de las compañías, para bien en muchos sentidos, y para mal también en otros. Algunos sostienen que ello obedece, en parte, a la incapacidad de los Estados y de la política de resolver los problemas de las personas, algo que difícilmente va a cambiar. Sin embargo, la captura y utilización de estos temas como parte de la política corporativa de las empresas en búsqueda del aumento del apoyo, la simpatía y poder de sus administradores es un problema que también comienza a debatirse. Desde el greenwashing a la disputa mencionada en este libro entre el gobernador de Florida Ron DeSantis y el CEO de Disney Bob Chapek, hay muchos otros ejemplos que dan cuenta de esta confrontación.

			Desde la perspectiva de mi experiencia como director de sociedades anónimas en dos continentes durante más de treinta y cinco años, quiero enfatizar al respecto al menos dos puntos. En primer lugar, que la importancia que E. Fama y Jensen le daban a separar la implementación y el monitoreo en la gobernanza de las compañías es efectivamente clave para su subsistencia. Y, en segunda instancia, que el ocuparse de las carencias y preocupaciones de la comunidad, más allá de lo que la sola definición del producto o servicio que se suministra indicaría, es algo que también se ha insertado en la lista de los ingredientes necesarios para sobrevivir en el mundo de las empresas.

			El menú de temas dentro de la «carpeta» ESG incluye tópicos tan variados como alzas de precios por encima de lo considerado «justo», los derechos de las minorías LGBT, de la naturaleza y los animales, el cambio climático, las brechas de compensación entre los altos ejecutivos y los empleados, la desigualdad entre los haves and have nots, la equidad de género, los derechos de propiedad intelectual, la competencia o falta de ésta, la amenaza de la globalización, la información privilegiada, la seguridad en el trabajo, la vejez, etcétera. En pocas palabras, todos nuestros temores, los miedos que nos agobian y de los que un Estado lejano no nos puede proteger. Y lo que demandamos es que ellos sean resueltos por las empresas que sí tenemos cerca.

			Para aquel que simplemente quiere emprender un proyecto desde el garaje de su casa, soñando que será la próxima Apple, la lista resulta agobiante. Al principio la debe ver sólo como una amenaza eventual. Sin embargo, con el correr de los años y a medida que la empresa crece y se separa de la administración de la propiedad, la manera convencional de definir la propiedad privada de los medios de producción comienza a parecer obsoleta. Este libro a lo que nos invita es precisamente a plantearnos la pregunta de cómo seguir en la búsqueda de la respuesta acerca del fin último de la empresa: ¿es acaso suficiente decir que su propósito es conducir los negocios de manera sostenible y ética siempre cumpliendo con las normas para asegurar su éxito y hacer crecer su valor a largo plazo? Te invito a recorrer sus páginas para encontrar la respuesta.

			FRANCISCO PÉREZ MACKENNA,
gerente general de Quiñenco

			
		

	
		
			Introducción

			El mundo de la empresa se ha vuelto confuso. Muy confuso y complejo. Hoy existen más dudas que certezas sobre el rol y el sentido empresarial. Aquellos tiempos en que a los gerentes se les pedía únicamente gestionar eficientemente los recursos de sus compañías, hacerlas crecer y maximizar sus ganancias suenan de otra época. A veces pareciera que ser ejecutivos, empresarios o emprendedores se ha vuelto más difícil que ser político.

			En la actualidad, la sociedad espera más de las empresas y de sus liderazgos. Con la profunda pérdida de confianza en las instituciones, la sociedad está buscando nuevos líderes. La globalización ha erosionado el poder de los políticos y reforzado el de las empresas. De ahí que las expectativas sobre ellas también hayan aumentado. Se han levantado voces llamando a que cada empresa defina un propósito, se mida y se comprometa con objetivos ambientales, sociales y de gobierno, los llamados compromisos ESG, intentando una delicada armonía para equilibrar las demandas de sus clientes, empleados y proveedores, y de la comunidad en general, junto con el deber que tienen hacia sus dueños y accionistas.

			Cuando no es suficiente que los directivos manejen sus empresas con eficiencia, se espera que sean reales agentes de cambio, para lo cual necesitan la legitimidad social que les permita operar en esa dirección. Cada día con mayor frecuencia, los máximos ejecutivos de las compañías sienten presiones por opinar sobre ciertos temas como las políticas de género o raciales, el aborto, el cambio climático, los derechos de las comunidades LGBT o incluso conflictos internacionales, enfrentándose a políticos e inversores. Los primeros, al ver otros liderazgos entrometerse en sus áreas y, los segundos, al observar cómo algunos gerentes pierden de vista el objetivo de maximizar el beneficio de sus inversiones. Al mismo tiempo, la lista de gerentes generales despedidos por escándalos en su reputación va en aumento. Y a veces protegerla también implica intentar ser el bueno de la película, o al menos evitar a toda costa pasar a ser el villano de turno.

			Pero este fenómeno no se ha confinado sólo a consejos de administración y salas de dirección. También han aparecido representantes de los accionistas levantando la voz por temas que les son tradicionalmente ajenos. Hemos visto inversores reclamando auditorías a las políticas de diversidad racial de empresas. Grandes fondos de pensiones han comenzado a votar en contra de paquetes de compensación para los principales gerentes y a apoyar mociones para forzar a la empresa a implementar mayores compromisos en el ámbito del medioambiente.

			Activistas medioambientales han demandado en tribunales de justicia a gigantescas empresas provocando verdaderos terremotos corporativos. Uno de los casos más emblemáticos y recientes ha sido el de la Royal Dutch Shell, la mayor empresa de Europa, que en un momento de quiebre ha decidido llevar la residencia de sus oficinas centrales de Holanda al Reino Unido y modificar su nombre, e incluso ha recibido ataques por dividirse en múltiples empresas para salvar las exigencias, muchas veces contradictorias, que inversores, empleados, sindicatos, clientes, tribunales, gobiernos y la Unión Europea le pretenden imponer. No es posible para los empresarios y dueños de las compañías intentar quedar bien con todos al mismo tiempo.

			Con grandes esfuerzos, la empresa está tratando de adaptarse a estos cambios de la sociedad. Su rol se enmarca en el ordenamiento político que define el actuar del Estado, del sistema económico y de las instituciones sociales, como la familia y la comunidad.

			El mundo ha cambiado de escala. Desde la polis griega que limitaba rigurosamente las relaciones a escala humana, la expansión de la globalización y el desarrollo de megaciudades ha borrado esos límites por completo. El escalofriante crecimiento de los Estados durante el siglo XX ha venido atado al ingente tamaño de las empresas. En forma paralela se han debilitado la comunidad, la familia y la sociedad civil. Una creciente soledad asola a individuos cuyas vidas anhelan un sentido. El mundo se ha globalizado, pero las personas estamos más solas y desamparadas, buscando una identidad en una modernidad en la que se han erosionado las fuentes habituales de sentido, como la familia, la religión, las tradiciones nacionales y las grandes ideologías.

			En este nuevo escenario, las empresas también están siendo llamadas a llenar esos vacíos. Las nuevas generaciones buscan cada vez más en sus trabajos un sentimiento de pertenencia e identidad que no encuentran en otras instituciones.

			A su vez, las nuevas demandas sociales hacia la empresa y sus directivos exigen respuestas y acciones, produciendo potenciales conflictos entre salvaguardar la propiedad de los accionistas y dar satisfacción a esas pretensiones.

			Directores y ejecutivos están paralizados ante el temor de no hacer lo políticamente correcto y de tener que decidir entre blanco o negro porque finalmente la emoción parece haberle ganado a la razón. Esta tendencia se observa especialmente en las redes sociales, cuyas dinámicas han desembocado en un escenario donde existe terror de ser, o parecer, el villano de la película.

			Definir el rol de la empresa en la sociedad es fundamental. A la hora de intentar una definición, la empresa es una institución creada para articular capitales y personas con el objetivo de producir bienes y servicios requeridos por la gente.

			Las empresas han sido la fuente más importante de innovación y progreso para la humanidad, aunque son frágiles, pues deben sobrevivir en un ambiente muy competitivo dando paso a un proceso de creación destructiva. La globalización las ha puesto a prueba en una escala mundial, acentuando aún más el desarrollo de eficiencias de la creación destructiva, proceso que empuja el progreso, pero que deja atrás grupos desplazados. Mientras algunas empresas fracasan y desaparecen, otras nuevas se levantan. Esa creación destructiva constituye la base del progreso económico. Y es precisamente ahí donde radica la necesidad de rescatar el valor de la empresa como motor esencial de desarrollo de la sociedad.

			Hasta no hace mucho tiempo, el consenso predominante favorecía un clima en el que la maximización de ganancias en el marco de un Estado de derecho era suficiente. Ese empuje empresarial generó un enorme progreso mundial en las últimas décadas y sacó de la pobreza a miles de millones de personas, especialmente en países en vías de desarrollo. Las últimas décadas de globalización hicieron converger a los países al levantar a muchos que habían quedado relegados, reduciendo drásticamente la pobreza. Entre los principales ganadores apareció China y su impactante progreso económico. Sin embargo, la globalización también generó perdedores, principalmente entre aquellos menos calificados en los países desarrollados, cuyos empleos competían con los de otros trabajadores en países en vías de desarrollo. Las frustraciones de esos grupos se han cristalizado en el terreno político y obligado a nuevas definiciones en los más diversos ámbitos, y la empresa es uno de ellos.

			Sobre el advenimiento de un nuevo orden político-social se cierne el peligro de las soluciones dogmáticas. ¿A quién le corresponde decidir cuál es el objetivo último de la empresa? ¿Es tarea de consejos de administración, ejecutivos, representantes de accionistas —intermediarios que administran los fondos— o de la propia sociedad?

			Antes, la administración de las empresas estaba en manos de sus propios dueños. Sus transacciones se basaban en la confianza directa entre las personas y no había conflictos entre las prioridades de las compañías y el mandato de sus propietarios. Pero el auge de la gran empresa basada en la notable creación de la sociedad de responsabilidad limitada, que permite aunar grandes cantidades de capital y personas, ha separado la propiedad de la administración, creando las bases para preguntarnos cuál debiese ser el rol de la empresa y a quién le corresponde decidirlo.

			El advenimiento del mundo moderno ha provocado relevantes cambios, transformando el gobierno corporativo de las grandes compañías. La corporación, por su anglicismo, reúne múltiples accionistas y define ciertas responsabilidades entre accionistas, consejo de administración y cuerpo ejecutivo. Sin embargo, el tipo de controlador es quien define el gobierno corporativo y, en último término, la forma de actuar de una determinada compañía. Es distinto cuando los accionistas están atomizados sin una voz clara a cuando un grupo familiar o un fondo de capital privado representa sus intereses, o cuando un Estado es el principal propietario. En otras palabras, la manera en que se articulan las responsabilidades, decisiones y jerarquía entre propietarios, representantes de los accionistas, directores y ejecutivos varía según sea la estructura de propiedad de las grandes compañías.

			Por otra parte, el crecimiento de los administradores de fondos ha distanciado a la gente común y corriente de las empresas porque la inversión se da a través de fondos mutuos, fondos pasivos o fondos de pensiones. Otros eran los tiempos en que los principales accionistas eran personas de a pie, que esperaban sus dividendos y seguían de cerca las operaciones de las empresas a las que habían confiado sus ahorros. Esa distancia hoy se traduce en que partes relevantes de la población afectadas por el debate del rol de la empresa no se sienten necesariamente compelidas a participar, pues no alcanzan a distinguir cómo impacta su patrimonio y las expectativas de beneficios futuros, creando otra barrera de intermediación entre las empresas y sus propietarios últimos.

			Las economías de escala de fondos de pensiones y de fondos «pasivos» han creado las bases para altas concentraciones en la administración de capitales, las cuales han pasado a detentar un poder relevante en las cada vez más conflictivas juntas de accionistas, lugar donde muchas iniciativas se pelean voto a voto. Su influencia sobre el sentido empresarial, en general, y sobre temas de sostenibilidad y climáticos, en particular, puede afectar profundamente el funcionamiento del sistema empresarial. Han sido varios de estos grandes administradores de capitales quienes, ya sea por convicción, interés o temor, han levantado demandas asociadas a los estándares medioambientales, sociales y de gobierno (ESG) y a imposiciones morales sobre el rol empresarial.

			Es justamente el conflicto de intereses entre los propietarios últimos del capital, las personas, y sus administradores —ya sean administradores de capitales, consejos o ejecutivos— lo que motiva el gran debate sobre el rol de la empresa.

			La gran pregunta es: ¿cuáles son las responsabilidades que hoy deben asumir las compañías? ¿Corresponde atribuirles toda la gama de obligaciones que algunos les señalan? ¿Hasta qué punto deben inmiscuirse más allá de su función principal: producir bienes y servicios requeridos por la sociedad? Más aún, ¿quién decide la respuesta: gerentes y consejos, administradores de fondos, accionistas, tribunales de justicia o gobiernos? ¿Y cuáles son las consecuencias de las distintas miradas sobre el funcionamiento del sistema empresarial, engranaje fundamental de la creación destructiva que ha traído progreso al mundo?

			Ante la compleja pregunta sobre el rol de la empresa, no hay una respuesta unívoca, no sólo porque resulta esquiva sino también porque es parte de la discusión sobre modelos alternativos del capitalismo que enfrentamos en el siglo XXI. Lo que ofrecen estas páginas son múltiples referencias a casos, autores, libros y artículos sobre los cuales se fundamentan las bases intelectuales para este trabajo y que pueden servir de guía para la reflexión de los lectores en su propia búsqueda de respuestas.

			Este libro es un esfuerzo por poner en evidencia algunas de las tensiones, disyuntivas y preguntas que aquejan a la sociedad cuya evolución tendrá un efecto profundo en el futuro que estamos construyendo.

			La primera parte intenta describir, por medio de ejemplos, relatos, narrativas e ideas, lo que vive el mundo empresarial. La segunda parte es un esfuerzo para entender cómo hemos llegado a esta situación, a través de una mirada histórica del escenario en el que se enmarca esta discusión. En otras palabras, cómo ha cambiado el entorno político, económico y social de la empresa, cómo ha evolucionado la figura de gerentes y directores, para finalmente reflexionar sobre el impacto de los cambios en el mercado de capitales y las formas en que se articulan la propiedad y la administración.

			Veremos que en la búsqueda del sentido empresarial es necesario dar libertad a cada una de las empresas para que definan su rol, su sentido y su propósito. En un entorno cada vez más confuso y complejo, sólo la diversidad de propuestas del sentido de la empresa promoverá la mejor adaptación del sistema empresarial a los profundos cambios que experimenta el mundo. Al ser explícita su decisión, atraerán diferentes capitales, empleados, vecinos y clientes, conformando un tipo propio de empresa. Y en esa competencia se dará un mercado por el rol de la empresa, bajo el cual la competencia y adaptación a las nuevas circunstancias dejará ganadores y perdedores.

			En esa competencia por el rol y sentido de las compañías será donde se asegurará y fortalecerá el sistema empresarial como pilar fundamental para el progreso de la sociedad. La mejor respuesta a quienes pretendan imponer una mirada única es sentar las bases para un debate informado de la sociedad, de los liderazgos empresariales y de los articuladores de las instituciones políticas. E incentivar ese debate es justamente el propósito de este libro.

		

	
		
			1

			¿Qué está pasando?

			1.1. El caso de Shell

			Roger Cox es un holandés poco conocido más allá de su tierra natal. Radicado en la pequeña ciudad de Maastricht, ubicada sobre el río Mosa entre Bélgica y Alemania, participa como abogado en una práctica privada especializada en temas inmobiliarios y de transporte. En mayo de 2021, este litigante apasionado por el medioambiente logró doblegar a Royal Dutch Shell, poniendo en jaque su modelo de negocio y estremeciendo a los gigantes del mundo empresarial.

			En la actualidad, Shell no sólo es la empresa más grande de Europa, sino también una de las más respetadas. Sus operaciones se extienden a más de setenta países y sus ventas superan el producto interno bruto (PIB) de ciento cincuenta Estados. En el siglo XX, sus operaciones alimentaron gran parte del crecimiento sin precedentes que experimentó el mundo. Sus ingenieros le han ganado terreno a la naturaleza conquistando lugares inexplorados para explotar yacimientos de petróleo y gas, refinando y transportando sus productos hacia los rincones de un planeta hambriento de energía.

			Entre las petroleras más grandes, ha sido pionera anunciando esfuerzos para reducir el impacto medioambiental de su producción. En 2020, se comprometió a reducir en un 20 por ciento sus emisiones correspondientes a sus operaciones en 2030, en un 45 por ciento en 2035 y en un cien por cien en 2050, mientras avanzaba con sus inversiones para la transición energética.

			Sin embargo, para Roger Cox estos compromisos no fueron suficientes. En 2011 había publicado su tesis arguyendo que, dada la incompetencia de los gobiernos para regular la emisión de gases invernadero, los tribunales de justicia se transformarán en la mejor esperanza para salvar al mundo de una catástrofe medioambiental. Su victoria sobre un gigante como Shell sería emblemática en su cruzada.

			Su argumento es que Shell constituye un peligro para la humanidad al no sumarse completamente a los objetivos del Acuerdo de París —tratado internacional sobre el cambio climático jurídicamente vinculante—. Desde su perspectiva, las empresas tendrían el deber de diligencia y la responsabilidad de proteger los derechos humanos, incluso si los Estados hacen poco o nada al respecto. Y no actuar contra el cambio climático sería, en palabras de Cox, la mayor violación de derechos humanos de la historia. Parte de su tesis se basó en el compromiso suscrito en el Acuerdo Marco de las Naciones Unidas en 1992 por 165 naciones para mantener los gases invernadero controlados por debajo de niveles peligrosos. Y luego, en el Acuerdo de París firmado en 2015 en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, COP21, en el que 195 naciones comprometieron su esfuerzo para limitar un aumento de temperatura de 1,5 grados Celsius a nivel global, para lo cual habría que reducir las emisiones un 45 por ciento en 2030.

			En una sentencia que sacudió el statu quo empresarial, una corte del distrito de La Haya falló a favor de la postura de Cox, obligando a Shell a reducir sus emisiones directas e indirectas —es decir, las de sus operaciones y también las de sus productos— en un 45 por ciento en 2030. Esto implicaría que esta megaempresa debiese disminuir aceleradamente sus negocios de explotación y venta de petróleo y gas.

			Shell apeló a un tribunal superior ofreciendo una mayor reducción de emisiones directas a la impuesta por el tribunal —la mitad en 2030 y neutralidad en carbono en 2050— pero cuestionando la reducción indirecta, es decir, la de sus productos, sosteniendo que no se le puede responsabilizar por satisfacer la demanda de gas y petróleo existente.

			Mientras Shell aún preparaba su respuesta al golpe en La Haya, ABP, uno de los principales fondos de pensiones holandés, anunció que se desharía de sus posiciones en la industria del petróleo, incluida una muy significativa en Royal Dutch Shell. El comunicado estremeció a la compañía, pues no sólo uno de sus más importantes inversores a largo plazo la abandonaba públicamente en un momento de debilidad, sino que se daba una voltereta en el aire, porque pocos meses antes había defendido sus inversiones en energías fósiles alegando que «desinvertir no era la solución al calentamiento global».

			Cuando la situación parecía no poder complicarse más, a Royal Dutch Shell se le abrió otro frente de batalla. Esta vez fue Third Point, el agresivo fondo activista de Daniel Loeb, quien exigía dividir la histórica compañía angloholandesa en dos o más partes. Su justificación: no se puede satisfacer a todo el mundo. Para Loeb, Shell estaría tratando de quedar bien con todos en el contexto de la transición energética, lo que a sus ojos sería imposible.

			Si bien las fuerzas ecologistas han ganado terreno al exigir compromisos ambientales presionando la reducción de los negocios de energías fósiles, otras instituciones europeas piden a Shell que fortalezca sus operaciones para mitigar las alzas en el coste de la energía y la creciente dependencia del gas y el petróleo de Rusia y Arabia Saudita. Esta postura pone en riesgo la agenda medioambiental de Bruselas y la posición geopolítica europea, pues la invasión rusa sobre Ucrania ha dejado en evidencia la fragilidad energética de Europa, por su alta dependencia de gas y petróleo.

			Según Third Point, empresas como Shell están siendo tironeadas en múltiples direcciones, deprimiendo de paso el precio de su acción, pues su estrategia busca satisfacer al mismo tiempo, y sin éxito, a variopintos grupos de inversores y grupos de interés.

			La proposición de Daniel Loeb fue separar por un lado las operaciones petroleras que maximicen los beneficios y dividendos, ateniéndose de forma transparente a los compromisos medioambientales que sus inversores le pidan. Y, por otro, escindir las operaciones para la transición energética que contengan las reservas de gas natural capaces de financiar grandes planes de inversión en energías renovables, la conversión de las estaciones de carga para vehículos eléctricos y cuanto proyecto verde tengan en su cartera. Así, los inversores con una orientación medioambiental podrán poner su capital a trabajar en la transición energética, mientras aquellos más escépticos frente al cambio climático podrán invertir en los negocios históricos de Shell.

			En medio de este entuerto, vale preguntarse: ¿cuál es el propósito de Shell, producir energía para un mundo hambriento de ella o poner sus recursos y capitales a trabajar en contra del cambio climático? ¿A quién le corresponde decidir el dilema: a sus accionistas, a su consejo y gerentes, a los gobiernos que firman acuerdos internacionales o a los tribunales de justicia?

			El consejo de administración y los directivos de esta multinacional rechazaron las propuestas de Third Point aduciendo que difícilmente agregarían valor a largo plazo y que romper la empresa en partes es complejísimo debido a la integración que Shell ha conseguido tras décadas de buscar la eficiencia en sus costes. Sin embargo, los embates de estos agresivos inversores activistas no se neutralizan fácilmente.

			En el fragor del conflicto, el gerente general de Royal Dutch Shell, Ben van Beurden, anunció que su compañía dejaría La Haya, Holanda, como residencia de sus oficinas centrales para radicarse en Londres, Inglaterra, eliminando de su nombre el «Royal Dutch» y pasando a llamarse simplemente «Shell». Una decisión brutal para la historia centenaria de esta empresa angloholandesa, cuyo origen fue la fusión en 1907 de la Royal Dutch Petroleum Company y la británica Shell Transport and Trading Company, lo que dio paso a un gigante que desafió a la American Standard Oil de Estados Unidos y se convirtió, en su momento, en el mayor productor de petróleo del mundo.

			Cambiar la residencia de una multinacional es una medida muy agresiva. Una afrenta directa a un país y, en este caso, a la Unión Europea, al privilegiar al Reino Unido tras el Brexit. Pero múltiples razones justificarían tal medida. Entre ellas, la gerencia arguyó ineficiencias tributarias en la recompra de acciones de una empresa residente en La Haya pero listada en Londres y Ámsterdam, haciendo caso omiso a los esfuerzos del gobierno holandés por cambiar la ley para retener en su territorio a la compañía más grande de la Eurozona.

			Para colmo de males, la invasión de Vladímir Putin a Ucrania en febrero de 2022 golpeó a Shell por otros frentes. Europa encaró la disyuntiva de optar entre su gran necesidad de gas y petróleo ante la amenaza rusa de cortar el suministro o decidir incluir las compras de hidrocarburos entre las sanciones comerciales aplicadas a Rusia. Al mismo tiempo, Shell, como muchas de sus competidoras energéticas, tenía inversiones en Rusia. A pocos días del inicio de la guerra, múltiples compañías anunciaron el cierre de sus operaciones o la venta de sus posiciones. Shell, entre ellas, contaba con una exposición relevante en proyectos con Gazprom, una de las gigantes empresas de hidrocarburos estatales rusas, obligándola a crear una reserva contable de pérdidas de hasta 5.000 millones de dólares. No es tanto si se la compara con las de British Petroleum, BP, que para deshacerse del 20 por ciento en Rosneft, otra petrolera rusa, podría alcanzar pérdidas de hasta 25.000 millones de dólares. Sin embargo, estas salidas también tienen costes para Putin, pues no contará con las tecnologías desarrolladas por estas empresas para explorar y explotar las riquezas de Rusia.

			La guerra de Ucrania hizo más compleja la disyuntiva medioambiental para Shell y las petroleras occidentales. ¿Acaso deberían reducir su producción para mitigar el cambio climático o aumentarla para mitigar la dependencia occidental del petróleo y el gas rusos, debilitando así a Putin y a sus ambiciones por conquistar Ucrania y fortaleciendo la posición de las democracias liberales occidentales?

			 

			 

			Las tensiones y conflictos del caso de Shell ilustran muchos de los fenómenos que están cambiando paradigmas del mundo empresarial. La prevalencia de ejemplos similares es relevante: Total Energies ha sido demandada en Francia por causas equivalentes a las de Shell. El grupo ambientalista tras Roger Cox amenazó a treinta multinacionales —entre ellas BP, ExxonMobil, ABN Amro, ING, Unilever, Vitol y KLM— con demandas similares a la de Shell si no mejoraban sus compromisos medioambientales. El pequeño pero elocuente inversor Engine No. 1 logró sentarse en el consejo de administración de ExxonMobil mediante ataques a sus tímidos esfuerzos medioambientales. Volkswagen ha sido demandada por Greenpeace para que termine con la producción de vehículos de combustión interna y reduzca sus emisiones en 2030, mientras BMW y Mercedes-Benz enfrentan casos similares. SSE, una multinacional escocesa, ha sido atacada por Elliot Investment Management, otro temido inversor, para separar sus operaciones con energías renovables del resto de sus negocios. El activista de Bluebell llamó a Glencore, el gran trader de commodities, a deshacerse de sus negocios relacionados con el carbón. Unilever, el gigante de bienes de consumo, también dejó Holanda para establecer su residencia en el Reino Unido, pese a haber privilegiado Holanda hace apenas unos años.

			Por primera vez, en las juntas de accionistas de 2022, un gran fondo de pensiones —el New York State Common Retirement Fund— llamó a apoyar resoluciones que imponen mayores restricciones a los seis bancos norteamericanos más importantes —JP Morgan, Goldman Sachs y Bank of America incluidos— a la hora de financiar actividades relacionadas con combustibles fósiles. A principios de 2022, casi dos tercios de las empresas del índice Standard & Poor’s 500 (S&P 500) han definido objetivos de reducción de emisiones y más del 90 por ciento publica reportes de sostenibilidad.

			Para aumentar las preocupaciones del escenario que se extiende por delante para las empresas, uno de los casos más extremos es la demanda contra RWE, una de las principales generadoras de electricidad alemana, por parte de Saúl Luciano Lliuya, un pequeño granjero de Huaraz, un poblado perdido en el altiplano peruano. RWE nunca ha operado en Perú, pero Lliuya la ha llevado a un tribunal alemán alegando una compensación de 20.000 euros para su pueblo. Si bien la cifra es nimia para una empresa que factura más de 25.000 millones de euros, la causa ha hecho que RWE se defienda con uñas y dientes, ya que se le acusa de que en sus 125 años de historia habría generado el 0,47 por ciento de las emisiones de carbono y metano acumulado en la atmósfera. Ese porcentaje habría contribuido al cambio climático que ha derretido el glaciar que amenaza desbordar un pequeño lago de las cercanías de Huaraz. Los 20.000 euros corresponden al 0,47 por ciento del coste de la barrera de protección necesaria para mitigar el riesgo de inundación del poblado. Si los tribunales alemanes fallan en favor de Lliuya, una avalancha de juicios empujaría a la bancarrota tanto a RWE como a toda su industria.

			1.2. Interrogantes en un nuevo contexto: 
ESG y propósito empresarial

			Muerte en la horca fue la sentencia judicial para John Brown en 1859. El controvertido abolicionista, tras incitar una insurrección de esclavos en Virginia, fue el primer condenado a muerte en la historia de Estados Unidos por traicionar a la patria. Lo paradójico es que, menos de un año después, Abraham Lincoln ganaría las elecciones presidenciales que desencadenarían la guerra civil de 1861, que permitió a millones de afroamericanos alcanzar la libertad al abolirse la esclavitud. John Brown tuvo la mala suerte de cruzarse con su destino justo antes de un súbito cambio de paradigma sobre la esclavitud.

			Un caso más reciente es el de las tabacaleras. Su suerte cambió vertiginosamente, pasando de ser consideradas como atractivas compañías en las que muchos querían trabajar a convertirse en una suerte de parias. Hace apenas unas décadas, un empleo en Philip Morris, por ejemplo, como gerente de Marlboro era un cargo soñado. Hoy, en cambio, a estas empresas les cuesta atraer talento por su reputación.

			El filósofo estadounidense Thomas Kuhn, en su libro La estructura de las revoluciones científicas, estudió la dinámica de los cambios de paradigma, advirtiendo que éstos se producen muy lentamente, ya que desde el paradigma predominante siempre se juzga como errónea su alternativa —el principio de inconmensurabilidad, definido por Kuhn—. Sin embargo, en un instante la fuerte resistencia al cambio sufre un quiebre y, de súbito, el nuevo paradigma desplaza bruscamente al anterior.

			Ahora, todo indica que habría llegado la hora de la ESG (Environmental, Social and Governance), acrónimo anglosajón que plasma la responsabilidad medioambiental, social y de gobierno de las empresas bajo un marco teórico, cuya evaluación ha ido tomando formas más estandarizadas.

			Décadas atrás, algunas compañías comenzaron a hablar de la Responsabilidad Social Empresarial —CSR, por sus siglas en inglés—, mostrando iniciativas sociales que aportaran a la sociedad. Algunas empresas crearon fundaciones y/o anunciaron contribuciones filantrópicas o asociadas con el desarrollo de la cultura y las artes. Sin embargo, tales esfuerzos eran intentos fragmentados y desordenados hasta que el marco del ESG comenzó a irrumpir. El sector privado, una vez más, hizo lo que sabe hacer: cuantificar, medir e intentar avanzar con una dirección clara. De esta manera, los esfuerzos, impactos y mejoras con el entorno comenzaron a sistematizarse. Así, los inversores podrían diferenciar sus apuestas, categorizar sus inversiones y presionar la gestión de las empresas según indicadores no financieros. Estos esfuerzos, sin embargo, han estado sujetos a fuertes controversias, pues la medición del impacto ambiental, social o de gobierno resulta intrínsecamente difícil. ¿Cómo medir el impacto de las operaciones de una empresa en el cambio climático? ¿O su contribución para solucionar los problemas sociales de un país? ¿O cómo poner un número a la calidad de su gobierno corporativo? Cuando no se sabe bien qué ni cómo medir, a menudo sucede que afloran una infinitud de indicadores. Se estima que actualmente hay más de mil quinientos indicadores ESG, lo que evidencia la confusión y dificultad que surge cuando se intenta medir un fenómeno complejo, sobre el que puede haber múltiples opiniones y juicios de valor.
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